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Preámbulo 
 
En el presente documento hacemos llegar nuestras observaciones y sugerencias al respecto de 
la política del Mecanismo para las Personas afectadas por el Proyecto (PPM por sus siglas en 
inglés). Somos un colectivo de organizaciones de América Latina, que trabaja en la defensa de 
derechos humanos, la protección del ambiente y la justicia climática con relación a la financiación 
internacional para el desarrollo en Latinoamérica y el Caribe. En esta capacidad, presentamos 
conjuntamente comentarios sobre la política del PPM en la oportunidad que brinda la revisión 
prevista para 2024/2025.  
 
Agradecemos que se haya acogido el pedido de este colectivo de establecer una consulta virtual 
abierta para la región latinoamericana y por hacer posible que dicha instancia cuente con 
interpretación simultánea al español y al portugués. Sin embargo, la valoración por parte de las 
organizaciones suscriptoras de estos comentarios, es que este espacio de consulta no ha sido 
suficiente para permitir un intercambio profundo y sustancioso sobre la política y se requiere de 
nuevos espacios de intercambio genuino de ideas y preocupaciones con la sociedad civil de esta 
región.  
 
Esperamos que este proceso de consulta fortalezca el sistema de resolución de las quejas, 
facilite el acceso y promueva el uso del mecanismo por parte de los grupos objetivos, y contamos 
con que todas las recomendaciones sobre el borrador de la política serán debidamente 
consideradas como parte de un proceso de revisión diligente. Esperamos también que se 
demuestre un compromiso real con el proceso consultivo por parte del Complaints-resolution, 
Evaluation and Integrity Unit (CEIU) en comunicar de manera diligente y detallada el fundamento 
para acoger o no las observaciones elevadas de la sociedad civil en general.   
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Introducción 
 
Durante los últimos 10 años, desde América Latina y el Caribe se han presentado 196 quejas a 
distintas instituciones financieras internacionales1 para reclamar sobre los daños, reales o 
potenciales, de sus proyectos financiados. Con un promedio de 20 por cada año, podemos ver 
que son numerosas las comunidades y personas afectadas por proyectos. Por fuera de estas 
cifras quedan las afectaciones que no son llevadas a instancias formales de los mecanismos 
independientes de rendición de cuentas (IAM por sus siglas en inglés), debido a las múltiples 
barreras y obstáculos que encuentran las comunidades, y cuya consecuencia son los impactos 
negativos sin abordar ni remediar. Cada vez son más las personas, trabajadores, comunidades 
y organizaciones que realizan quejas en términos de derechos humanos, y la baja receptividad 
de los bancos multilaterales de desarrollo a dichas quejas puede ser fuente de frustración y 
desacuerdos. A su vez, a nivel operativo, los mecanismos de reparación de quejas (GRM por 
sus siglas en inglés), destinados a ofrecer opciones accesibles y de bajo costo a personas 
afectadas no suelen ser efectivos ni eficaces. El desgaste para las personas usuarias de los IAM 
y los GRM es significativo en cada etapa de la queja, a la vez que se ven expuestas a 
intimidación, acoso y represalias2. 
 
Los conflictos socioambientales y quejas se concentran en los proyectos de sectores de 
infraestructura y minería en razón de los impactos significativos que este tipo de inversiones 
conllevan. El 55% de las quejas presentadas en la región son relativas a proyectos de 
infraestructura3, mientras que una investigación realizada por el Banco Interamericano de 
Desarrollo (BID)4 arroja que los conflictos con comunidades afectadas se presentan 
mayoritariamente en inversiones relativas a la minería y a otras infraestructuras. Los impactos 
son el resultado de las acciones y las omisiones propias del banco inversor, así como las 
consecuencias derivadas de las actividades de sus clientes privados y públicos; entre ellos, 
daños al ambiente, abusos a los derechos de pueblos indígenas, a los derechos laborales y a los 
derechos civiles y políticos5. Mientras tanto, las empresas e inversionistas también se ven 
expuestos a los riesgos de conflictos derivados de proyectos cuya debida diligencia es deficiente, 
como por ejemplo sobrecostos, retrasos y hasta cancelación6. En el caso particular del Banco 
Asiático de Inversión en Infraestructura (BAII), 4 de los 5 proyectos financiados en la región son 
para infraestructura en energías renovables, y no están exentos de riesgos y posibles impactos 
indeseados. 
 

 
1 Accountability Console, Complaints.  
2 Naciones Unidas. Remedy in Development Finance, guidance and practice (2022). 
3 Accountability Console, Complaints. 
4 Banco Interamericano de Desarrollo. Lecciones de cuatro décadas de conflicto en torno a los proyectos de infraestructura en 
América Latina y el Caribe (2017) 
5 Grupo de Trabajo de Naciones Unidas sobre la cuestión de los derechos humanos y las empresas transnacionales y otras 
empresas. ¿Cómo integrar los derechos humanos en las finanzas en América Latina y el Caribe? Recomendaciones de acción 
para Estados, inversionistas institucionales y bancos comerciales. 
6 Banco Interamericano de Desarrollo. Lecciones de cuatro décadas de conflicto en torno a los proyectos de infraestructura en 
América Latina y el Caribe (2017). 

https://accountabilityconsole.com/complaints
https://www.ohchr.org/sites/default/files/2022-02/Remedy-in-Development.pdf
https://accountabilityconsole.com/complaints
https://publications.iadb.org/en/publications/spanish/viewer/Lecciones-de-cuatro-d%C3%A9cadas-de-conflicto-en-torno-a-proyectos-de-infraestructura-en-Am%C3%A9rica-Latina-y-el-Caribe.pdf
https://publications.iadb.org/en/publications/spanish/viewer/Lecciones-de-cuatro-d%C3%A9cadas-de-conflicto-en-torno-a-proyectos-de-infraestructura-en-Am%C3%A9rica-Latina-y-el-Caribe.pdf
https://empresasyderechoshumanos.org/wp-content/uploads/2023/12/COMO-INTEGRAR-LOS-DERECHOS-HUMANOS-EN-LAS-FINANZAS-EN-AMERICA-LATINA-Y-EL-CARIBE.pdf
https://empresasyderechoshumanos.org/wp-content/uploads/2023/12/COMO-INTEGRAR-LOS-DERECHOS-HUMANOS-EN-LAS-FINANZAS-EN-AMERICA-LATINA-Y-EL-CARIBE.pdf
https://publications.iadb.org/en/publications/spanish/viewer/Lecciones-de-cuatro-d%C3%A9cadas-de-conflicto-en-torno-a-proyectos-de-infraestructura-en-Am%C3%A9rica-Latina-y-el-Caribe.pdf
https://publications.iadb.org/en/publications/spanish/viewer/Lecciones-de-cuatro-d%C3%A9cadas-de-conflicto-en-torno-a-proyectos-de-infraestructura-en-Am%C3%A9rica-Latina-y-el-Caribe.pdf
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Por un lado, los mecanismos de rendición de cuentas tienen el potencial de ser herramientas 
transformativas para brindar acceso a la justicia y a la reparación. Para su efectivo 
funcionamiento es imprescindible que la política del PPM esté guiada por principios de 
legitimidad, accesibilidad, predictibilidad, equidad, transparencia, compatibilidad con los 
derechos y fuente de aprendizaje continuo, en línea con los Principios Rectores de Naciones 
Unidas sobre las Empresas y los Derechos Humanos7. El PPM es fundamental para el 
cumplimiento de los derechos de las personas en situación de vulnerabilidad afectadas 
directamente por los proyectos del BAII y por los subproyectos de sus intermediarios financieros. 
Por otro lado, América Latina es una región que ha avanzado en legislación en materia ambiental 
fuertemente en los últimos años. Por ejemplo, a nivel regional 24 países han adoptado el Acuerdo 
de Escazú, entre ellos 4 miembros del BAII que lo ratifican y 2 que lo firman; a la vez que la 
mayoría de los países se han adherido al Acuerdo de París, incluyendo la totalidad de los 
miembros Latinoamericanos del BAII. Esto ha proliferado en litigios climáticos y según algunos 
especialistas, América Latina estaría “liderando silenciosamente” una revolución en los litigios 
sobre el clima8. Por tanto, mejorar la política interna del banco resulta promisorio a los fines de 
evitar que los conflictos se encaucen por la vía de la justicia ordinaria.   
 
A la fecha, el BAII tuvo 274 proyectos aprobados y solo tres presentaciones al PPM, las cuales 
resultaron inelegibles. La proporción de quejas y consultas presentadas con relación a la cantidad 
de proyectos es llamativamente baja. Es importante notar que 9 proyectos cofinanciados por el 
BAII recibieron 33 quejas, pero no podían ser presentadas al PPM por sus requisitos de 
elegibilidad y por lo cual fueron presentadas en IAM de otros bancos multilaterales de desarrollo. 
La reforma a la política del PPM debería partir del aprendizaje de las experiencias regionales y 
de las políticas de otros IAM, que permita la presentación y admisión de casos, y de cuenta de 
la calidad de la política del mecanismo y las realidades que se evidencian en los territorios. En 
esta primera revisión de política, el PPM tiene la oportunidad de innovar y adoptar políticas que 
sean referentes en las inversiones para el desarrollo.  

Observaciones a la política en general 
 
Este apartado tiene por objetivo hacer comentarios respecto a la práctica de la implementación 
de las políticas del PPM. 
 
En primer lugar, la exclusión de proyectos cofinanciados presenta una gran barrera tanto para la 
presentación de quejas como para la rendición de cuentas del BAII. En el Approach Paper for 
the AIIB PPM Policy Review se menciona que se recibieron 21 presentaciones por 7 proyectos 
cofinanciados por el banco, mientras que en la revisión externa se cuentan 33 quejas para 9 
proyectos, evidenciando aquí una discrepancia entre los datos y poniendo en duda cómo se 
realiza el registro de los casos. En este marco, el BAII reconoce que el PPM se ha beneficiado 

 
7 Principios Rectores sobre las empresas y los derechos humanos: puesta en práctica del marco de las Naciones Unidas para 
'proteger, respetar y remediar (2011). 
8 ¿América Latina está liderando una "revolución" en los litigios climáticos? (Dialogue Earth). 

https://www.ohchr.org/sites/default/files/documents/publications/guidingprinciplesbusinesshr_sp.pdf
https://www.ohchr.org/sites/default/files/documents/publications/guidingprinciplesbusinesshr_sp.pdf
https://dialogue.earth/es/justicia/55646-esta-america-latina-liderando-una-revolucion-silenciosa-en-los-litigios-climaticos/
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de las políticas de otros IAM. Sin embargo, desde nuestra perspectiva el banco se ha excusado 
en la existencia de otros IAM para desligarse de su responsabilidad como cofinanciador, 
limitando en última instancia el acceso a la justicia de las comunidades (Art. 5.1.6). El proceso 
de aprendizaje del PPM no puede basarse solo en experiencias de los IAM pares, y debe partir 
del propio funcionamiento. Para ello, el BAII debe asumir el riesgo de hacer una política con 
requisitos más realistas de inelegibilidad, que habiliten efectivamente las presentaciones, permita 
la admisión de denuncias por proyectos cofinanciados en articulación con otros IAM para la 
investigación y resolución de casos. 
 
En segundo lugar, una oportunidad de mejora es formular una política que sea sensible a 
consideraciones de género, en línea con los Estándares Ambientales y Sociales que el propio 
BAII ya ha adoptado. A raíz de los impactos diferenciados de género que tienen los proyectos, 
deben contemplarse las necesidades específicas y situaciones de vulnerabilidad de las mujeres, 
ya que, en América Latina, en particular, ellas tienen gran presencia en el liderazgo de la defensa 
de derechos ambientales y de las comunidades. Además, las mujeres suelen estar más 
expuestas a la discriminación interseccional por motivos raciales, étnicos y socioeconómicos y 
por ende más expuestas a posibles represalias. Por ello, es recomendable que se tomen algunas 
acciones, como, por ejemplo, asegurar que la CEIU esté sensibilizada para atender quejas y 
consultas de mujeres en situación de vulnerabilidad. Además, es importante que las víctimas de 
violencia o discriminación tengan un canal amigable, accesible y sensible a sus necesidades, 
que les permita realizar denuncias sin barreras complejas o requisitos formales excesivos.  
 
Finalmente, el acceso a la información de los proyectos provista por el BAII es habilitante para el 
correcto uso del mecanismo. En concreto, nos referimos al resumen de proyecto, fechas de 
aprobación, desembolsos y cierres. Por ello, es necesario que el Banco sea diligente en la 
publicación de dicha información de manera oportuna y que la misma esté disponible en los 
idiomas de los miembros receptores del financiamiento y del idioma local del lugar de 
implementación del proyecto. Para el correcto funcionamiento de la política del PPM, no alcanza 
con difundir información sobre el mecanismo, si no que se requiere que haya una implementación 
efectiva de las políticas de acceso a toda la información del proyecto y sus avances.  

Visibilidad 
 
El banco debe garantizar que el PPM, su alcance y requisitos de uso sean conocidos, con un 
lenguaje asequible, claro y fácil de entender por todas las personas que pueden verse afectadas 
o impactadas por los proyectos que financia, ya sea de manera directa, indirecta o de forma 
conjunta. Más allá de publicar información sobre su uso en la página web y en los idiomas o 
dialectos que se utilicen en las zonas implicadas, el BAII y sus clientes deben desarrollar 
estrategias de comunicación que puedan responder a las necesidades de poblaciones rurales, 
vulnerables, con limitaciones de acceso a educación formal e incluso a una conexión de internet 
estable. Para garantizar que la población se entere de la existencia del mecanismo, sepa cómo 
acceder a él y conozca su política de uso (incluyendo información clave, como los plazos con los 
que cuentan para hacer presentaciones) es indispensable que la estrategia de comunicación 
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abarque una variedad de canales. Se pueden realizar talleres dirigidos a las personas en las 
inmediaciones de los subproyectos, anuncios en los medios locales de comunicación, como 
radios comunitarias o periódicos locales, cartelería en la comunidad y publicaciones en redes 
sociales. A través de distintos canales se debe garantizar que el entendimiento del mecanismo 
sea correcto y completo, a la vez que el banco y sus clientes tienen que estar abiertos a consultas 
sobre la política y el mecanismo. Además, el momento oportuno para dar visibilidad al PPM y su 
uso es desde que se da inicio a las evaluaciones pre proyecto.  

Mecanismos de reparación de quejas (GRM) a nivel de 
proyecto  
 
El acceso del PPM está sujeto al funcionamiento de las instancias previas de GRM a nivel de 
proyecto (Art. 5.1.8). Sin embargo, identificamos que existen dificultades para cumplir con este 
requisito en tres de los cinco proyectos para América Latina.  
 
En el caso del proyecto Tierra del Fuego Energy Transition Support Project, en Argentina, si bien 
la página web del BAII anuncia que se establecerá un GRM, han pasado más de nueve meses 
desde que se aprobó el financiamiento al proyecto y a la fecha no existe un GRM ni tampoco hay 
noticias que den cuenta de cuándo se contará con el mismo. El Marco Ambiental y Social del 
BAII (versión de junio, 2024) explica que los Clientes del banco deben tener un GRM operando 
a partir de que empiezan las actividades relevantes del proyecto (Art. 73.2, apartado f), lo cual 
deja espacio para distintas interpretaciones de lo que es una actividad relevante. No contar con 
el mecanismo a nivel proyecto para gestionar adecuadamente los pasivos socioambientales 
desde su fase inicial, suele llevar a que los problemas no se identifiquen a tiempo, se vuelvan 
más severos y difíciles de mitigar.  
 
Por otro lado, no hemos podido ubicar un GRM del Banco de Desenvolvimento de Minas Gerais 
(correspondiente al proyecto BDMG Renewables and Asia Connectivity Facility) o de la 
Corporación Nacional de Finanzas Populares y Solidarias (correspondiente al proyecto 
CONAFIPS COVID-19 Credit Line Project), donde se puedan presentar quejas por fuera de los 
temas relacionados a violaciones de código de ética y conducta, o actos de corrupción, 
respectivamente. Esto apunta a que en caso de presentarse problemas con los subproyectos de 
estos clientes del BAII, tales como los relacionados a la contaminación, desplazamientos, 
afectaciones a la salud, entre muchas otras posibilidades, no hay mecanismos a los cuales se 
pueda acudir o al menos estos resultan inaccesibles.  
 
Además, el GRM de la CONAFIPS en particular, no garantiza la posibilidad de que se le guarde 
anonimato a la persona que interponga una denuncia en caso de que así lo desee al llenar el 
formulario de denuncia. Esto, incumple con el Artículo 73.2, apartado d del Marco Ambiental y 
Social del BAII (versión de junio, 2024) que explica que un GRM debe incluir provisiones para 
proteger a los reclamantes de posibles actos de retaliación al garantizarles confidencialidad si 
así lo solicitan.   



7 

 
Con eso en mente sugerimos que la política del PPM explicite claramente cuáles son los 
estándares mínimos para el funcionamiento de un GRM exigibles al Cliente. Esto incluso podría 
recurrir a hacer mención de que los GRM cumplen con todas las pautas de funcionamiento y 
características ya establecidas en el Marco Ambiental y Social del BAII. De ninguna manera, la 
política del PPM debería restringir el uso del mecanismo a haber pasado en primera instancia 
por presentar una queja al GRM si este, no cumple con los estándares mínimos dispuestos para 
los GRM. 
 
De forma complementaria, consideramos que la política del PPM debe explicitar que el análisis 
que hace el BAII de los GRM, para verificar que cumple con los requisitos mínimos, debe ser 
público. El análisis puede presentarse simplemente como un checklist en el sistema de 
información por proyecto del BAII. 
 
Sugerimos también que se diseñe un protocolo para los Clientes sobre la divulgación de los GRM 
y del PPM y que esté disponible, tal vez a manera de anexo en la misma política de PPM. La 
línea de base debe ser proveer un enlace activo que socialice a los GRM de cada proyecto en la 
página web del BAII. En reciprocidad, que los Clientes informen en su web el financiamiento del 
BAII y la existencia del PPM. También, que el protocolo incorpore el estándar exigible al Cliente 
de divulgación de la información sobre el GRM de manera culturalmente apropiada para los 
territorios donde se desarrollen los proyectos.  

Represalias 
De acuerdo al Análisis Global 2023 de Front Line Defenders, solamente el año pasado se 
documentaron 300 asesinatos de defensores de derechos humanos a nivel global. De estos, el 
78% se perpetraron en Latinoamérica, y de los cuales el 31% eran defensores de los derechos 
de los pueblos indígenas9. Latinoamérica es una región particularmente peligrosa para personas 
defensoras del ambiente y los derechos humanos y por ello es necesario adoptar medidas de 
prevención y respuesta ante las represalias. 
 
En primer lugar, debería eliminarse el requisito de “esfuerzos de buena fe” de comunicación con 
la Dirección o los GRM a nivel proyecto, ya que exponen a las personas denunciantes a ser 
fácilmente identificadas. En segundo lugar, el PPM debería tener un protocolo para evaluar 
riesgos de represalias ante el contacto con reclamantes, que permita un accionar sensible a los 
peligros que las personas enfrentan en territorio. En tercer lugar, debe contemplarse la 
confidencialidad de las personas denunciantes y establecer canales de comunicación seguros 
entre ellas y el PPM, además de garantizar el consentimiento informado para compartir la 
información provista en sus quejas. En cuarto lugar, deben disponerse recursos para la atención 
urgente de personas que sufran represalias, independientemente de que sean denunciantes o 
personas afectadas por el proyecto. 
 

 
9Front Line Defenders. Global Analysis 2023/24 

https://www.frontlinedefenders.org/sites/default/files/1578_fld_ga23_online_u02.pdf
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En materia de represalias, el PPM puede ser un actor articulador y mediador central. Por ello, 
debería tener capacidad para recomendar medidas a los clientes con el fin de evitar las 
represalias. A la vez, debería informar a las personas potencialmente afectadas por el proyecto 
cuáles son las acciones que se pueden solicitar para protegerles en caso de represalias. 
Finalmente, es responsable de informar a la Dirección y al Consejo de Administración del BAII 
sobre casos de represalias. 

Participación de sociedad civil en el PPM 

Los Principios Rectores de Naciones Unidas sobre las Empresas y los Derechos Humanos 
(apartado 31.h), recomiendan consultar a grupos interesados y destinatarios sobre su diseño y 
funcionamiento, para facilitar el diálogo en la resolución de problemas al acudir a los mecanismos 
a nivel operacional10. En este sentido, es necesario generar instancias para que las personas 
afectadas por proyectos puedan involucrarse activamente en la evaluación de sus impactos y en 
el monitoreo del propio accionar del mecanismo11. Para eso, también es indispensable que la 
política del PPM pueda ser interpretada correctamente por el público objetivo del mecanismo, es 
decir, personas y comunidades afectadas por proyectos. 
 
Para promover una mayor participación de la sociedad civil, se pueden explorar iniciativas 
novedosas como la conformación de un Grupo Consultivo Externo similar al existente en el 
Mecanismo Independiente de Consulta e Investigación (MICI) del BID12. Asimismo, se pueden 
promover diferentes acciones, a saber: un proceso participativo y abierto de evaluación de la 
implementación de la nueva política que surja a partir del presente proceso de revisión; 
establecer procesos participativos y abiertos para la selección de las personas que ocupan 
funciones en el PPM; promover una mayor articulación e intercambio de experiencias con 
sectores académicos, especialistas en rendición de cuentas, especialistas de otros mecanismos 
afines, personas que hayan presentado quejas a otros mecanismos en el pasado, entre otras. 

Alcance del PPM 

La revisión de la política tiene la oportunidad de dar al PPM un mandato más abarcativo para 
abordar los impactos potenciales y reales de las inversiones del BAII. Actualmente, el accionar 
del PPM está acotado a recibir quejas e investigar incumplimientos de los Estándares 
Ambientales y Sociales del banco, aunque los impactos de los proyectos claramente no se limitan 
sólo a esa política. 
 
Para una rendición de cuentas integral, el mandato del PPM debe contemplar otras políticas, 
como la Política de Información Pública y la política de género en caso de su eventual adopción. 
Al mismo tiempo, una reforma en este sentido armoniza con los criterios de los IAM de otros 
Bancos Multilaterales de Desarrollo (BMD) que ya evalúan el cumplimiento institucional de otras 

 
10  Principios Rectores sobre las empresas y los derechos humanos: puesta en práctica del marco de las Naciones Unidas para 
'proteger, respetar y remediar (2011). 
11 Analysis and comparison of access to operational-level mining grievance mechanisms in the Andean Region. 
12 MICI. Grupo Consultivo Externo.  

https://www.ohchr.org/sites/default/files/documents/publications/guidingprinciplesbusinesshr_sp.pdf
https://www.ohchr.org/sites/default/files/documents/publications/guidingprinciplesbusinesshr_sp.pdf
https://minsus.net/mineria-sustentable/wp-content/uploads/2022/05/analysis-and-comparison-of-access-to-operational-level-grievance-mechanisms-in-the-andean-region-mayo-2022.pdf
https://mici.iadb.org/es/grupo-consultivo-externo-del-mici


9 

políticas complementarias a las ambientales y sociales entre ellos: el Independent Redress 
Mechanism (IRM) del Banco Africano de Desarrollo (AfDB), el Panel de Inspección del Banco 
Mundial, la Oficina Receptora de Quejas del Banco Asiático de Desarrollo (ADB), el IRM del 
Fondo Verde del Clima (GCF), el Mecanismo Independiente de Responsabilidad de Proyectos 
del Banco Europeo de Reconstrucción y Desarrollo13. Además, en su propia política de acceso a 
la información, la CEIU tiene competencia para abordar apelaciones para el derecho de acceso 
a la información frente al BAII, por lo que sería conveniente unificar vías de reclamo en un solo 
organismo como el PPM.14 
 
En esta línea, también debería empoderarse al PPM para tener injerencia en la remediación de 
daños, a la luz de que la política vigente limita su accionar a la investigación sobre 
incumplimientos. El PPM debe tener capacidad tanto para elaboración de recomendaciones de 
reparación para cada caso donde sea pertinente y para la prevención de futuros daños, como 
para monitorear el plan de acción elaborado por la Dirección. Mientras el PPM no tenga 
competencias en materia de remediación, su política será incongruente con el objetivo último de 
rendir cuentas por operaciones del BAII. 
 
Otro punto relevante es que, por su diseño, la CEIU tiene un rol privilegiado de monitoreo y 
aprendizaje continuo sobre los proyectos financiados por el BAII. En el marco de esa tarea de 
evaluación permanente, pueden aparecer incumplimientos a los estándares socio ambientales o 
impactos negativos de los proyectos, no reportados ante el PPM por las personas afectadas. En 
esos casos, si el riesgo es significativo, la CEIU debería activar de oficio una revisión de 
cumplimiento frente al PPM. Hay antecedentes de otros mecanismos que lo realizan, como la 
Unidad de Cumplimiento Social y Ambiental (SECU) del Programa de Naciones Unidas para el 
Desarrollo (UNDP) y el Mecanismo Independiente de Denuncias de la Iniciativa Climática 
Internacional (IKI)15. Esta activación interna del mecanismo es un procedimiento de debida 
diligencia para el cumplimiento de los derechos humanos y puede ser utilizada también como 
una herramienta cuando el BAII corra riesgo reputacional por impactos negativos resultados de 
las acciones de un cliente. 

Conformación del PPM 
 
Para su correcta operación, el PPM debe contar con personal suficiente y pertinente para su 
función. Según la revisión externa, hasta el momento se contaba con una sola persona 
integrando el mecanismo, aunque el PPM se encontraba en proceso de contratación de 4 
personas más16. En este contexto, se sugiere que se asignen recursos presupuestarios y 
personal suficiente para tener una operativa diligente y que permita el cumplimiento de su 
mandato. 

 
13  Zeinab Bashir Elbakri. Project-Affected People’s Mechanism External Review. (2024). 
14 AIIB. Directive on public information. 
15  Multiple Authors, Good Policy Paper: Guiding Practice from the Policies of Independent Accountability Mechanisms (2023).  
Pág. 65.  
16  Zeinab Bashir Elbakri. Project-Affected People’s Mechanism External Review. (2024). 

https://www.aiib.org/en/how-we-work/public-consultations/project-affected-people-mechanism-policy-review/_common/_download/PPM-External-Review-Final_Website.pdf
https://www.aiib.org/en/policies-strategies/public-information/directive/index.html
https://www.inclusivedevelopment.net/wp-content/uploads/2024/01/good-policy-paper-2024.pdf
https://www.inclusivedevelopment.net/wp-content/uploads/2024/01/good-policy-paper-2024.pdf
https://www.aiib.org/en/how-we-work/public-consultations/project-affected-people-mechanism-policy-review/_common/_download/PPM-External-Review-Final_Website.pdf
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Además, recomendamos incluir una perspectiva integral de prevención del conflicto de interés 
en los procesos de contratación del PPM y el mandato de la CEIU. Un primer paso sería 
incorporar declaraciones de conflicto de interés en el equipo de la CEIU y en particular del equipo 
responsable de cada caso frente al PPM, a los fines de identificar vínculos personales o 
profesionales con el proyecto, con clientes u otros actores intervinientes. El BAII ya ha 
desarrollado políticas de conflicto de interés en su Política de Prácticas Prohibidas (PPP)17, en la 
que se exigen declaraciones de conflicto de interés a los miembros del Panel de Sanciones antes 
de involucrarse en casos. Dicha buena práctica puede replicarse en el PPM, de manera que se 
pueda excluir de los procesos de resolución de disputas o de revisión de cumplimiento a quienes 
declaren tener conflictos de interés con cada caso. 
 
Otra buena práctica es la de tener un período más amplio de incompatibilidades entre roles de 
consultoría o personal del banco y roles en el PPM, con el objetivo de reducir al mínimo el riesgo 
de conflictos de intereses con los proyectos susceptibles a presentaciones frente al mecanismo. 
Por ejemplo, en las PPP del BAII se establece que, para integrar el Panel de Sanciones, una 
persona no puede haber ejercido roles en el banco 3 años antes de su nombramiento y acuerda 
que tampoco podrá hacerlo hasta 2 años después de terminado el mandato. Actualmente, el 
estándar más alto de esta práctica lo encontramos en el Independent Redress Mechanism (IRM) 
del AfDB, que establece hasta 5 años de incompatibilidad entre roles del banco y la Dirección del 
IRM18.  
 

Revisión de artículos de la política 

Cofinanciación 
 
5. Elegibilidad de las presentaciones: 5.1. Una presentación no será elegible para su 
consideración por parte del PPM si:  
5.1.6. El Proyecto está cofinanciado con otro banco multilateral de desarrollo (BMD) u 
organización bilateral de desarrollo, y el BAII ha acordado la aplicación de políticas y 
procedimientos medioambientales y sociales y confiar en el Mecanismo independiente de 
responsabilidad (IAM) de dicha institución  
 
La cofinanciación no desliga de responsabilidad al BAII sobre los impactos de su proyecto, y 
debe habilitarse el acceso al PPM a la par de cualquier otro mecanismo de rendición de cuentas 
de otro BDM, dado que las personas afectadas por el proyecto tienen derecho a elegir el IAM 
que consideren más pertinente para su queja. La mayoría de las instituciones financieras 

 
17 AIIB. Policy on prohibited practices (2016). 
18 Independent Redress Mechanism, African Development Bank. Operating rules and procedures (2021). 

https://www.aiib.org/en/policies-strategies/_download/policy-on-prohibited-practices/policy_on_prohibited_practices.pdf
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internacionales, como la Corporación Financiera Internacional (IFC), el Banco Europeo de para 
Reconstrucción y el Desarrollo (EBRD), el Banco Europeo de Inversiones (EIB), el AfDB, el BID, 
el Banco Mundial, el ADB, el GCF y el UNDP,19 no ponen este criterio de exclusión. Por otro lado, 
el hecho de que este criterio de inelegibilidad se aplique solo a los IAM que tienen un convenio 
marco de trabajo con el PPM, reduce la predictibilidad del mecanismo y lo hace más inaccesible. 
 
10.1. En aquellos casos en los que el Proyecto esté cofinanciado con otro BMD u organización 
de desarrollo bilateral y el BAII haya acordado aplicar las políticas y procedimientos 
medioambientales y sociales de dicha institución y confiar en el IAM del cofinanciador para la 
gestión de quejas de personas afectadas por el Proyecto, el PPM deberá colaborar 
estrechamente con el IAM del cofinanciador en la gestión de las reclamaciones e informará al 
Consejo de Administración sobre el resultado de la revisión de tales reclamaciones por parte del 
IAM del cofinanciador. 
 
Como se mencionó anteriormente, el BAII es responsable por los impactos de sus 
financiamientos, y el PPM debe ser accesible a la par de cualquier otro mecanismo de rendición 
de cuentas del BMD cofinanciador, a los fines de que las personas afectadas por el proyecto 
puedan elegir libremente a qué foro llevar sus consultas o quejas. El trabajo estrecho con otros 
IAM puede iniciarse desde el PPM cuando reciba una presentación en un proyecto cofinanciado, 
y el trabajo conjunto presenta oportunidades de aprendizaje y mejora para las prácticas del 
mecanismo. 

Marco de política medioambiental y social 
 
1.1. La Política medioambiental y social (ESP, por sus siglas en inglés) del Banco Asiático para 
Inversión en Infraestructuras (BAII) establece las directrices para una sólida gestión 
medioambiental y social de los proyectos financiados por el BAII (Proyectos). La ESP sirve como 
herramienta para la consulta pública y la divulgación de información sobre los riesgos e impactos 
medioambientales y sociales de los Proyectos y para el uso de Mecanismos de reparación de 
quejas (GRM) a nivel de Proyecto (GRM a nivel de Proyecto). El ESP también estipula que el 
BAII establecerá un mecanismo para recibir presentaciones de personas afectadas por Proyectos 
que crean que han sido o probablemente vayan a ser afectadas negativamente por la falta de 
implementación de la ESP por parte del BAII. 
 
Para este proceso de revisión de política, el BAII ha puesto a disposición la Política del PPM en 
otros idiomas, sin embargo, otros documentos clave aún se encuentran solo disponibles en 
inglés. El Banco debe poner a disposición en su web, y por los medios que se considere 
pertinente, su Marco Ambiental y Social (ESF, por sus siglas en inglés) y la ESP, en otros 
idiomas. Para nuestra región los lenguajes claves son el español y el portugués, y esto permitiría 
la accesibilidad y el análisis conjunto de las políticas del Banco para un público más amplio y en 

 
19 Kate Geary, Recourse; Radhika Goyal and Stephanie Amoako, Accountability Counsel; Inclusive Development International. 
Roadblocks to accountability: Addressing the accessibility crisis in the Asian Infrastructure Investment Bank’s review of its Project-
affected People’s Mechanism (2023). Pág. 47. 

https://re-course.org/wp-content/uploads/2023/09/Roadblocks-to-accountability-FINAL-compressed.pdf
https://re-course.org/wp-content/uploads/2023/09/Roadblocks-to-accountability-FINAL-compressed.pdf
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particular por las personas impactadas por los proyectos que financia. Esto no sólo debe abarcar 
a la ESF y la ESP, sino también a todos los documentos relevantes de políticas del banco y a los 
documentos básicos de su fundación, estructura y funcionamiento como el Convenio Constitutivo 
del BAII.  
 

Personas denunciantes y su representación  
 
3.1. Pueden realizar una presentación dos o más personas afectadas por el Proyecto 
(Solicitantes). (...) 
 
Las presentaciones deben admitirse de manera individual, ya que el criterio de dos o más 
personas resulta arbitrario. No necesariamente se encuentra una correlación entre el daño y el 
número de denunciantes, a la vez que en ocasiones puede ser una sola persona la que esté 
dispuesta a exponer públicamente al proceso de reclamación20. También, hacer una 
presentación suele demandar conseguir representación letrada y la falta de recursos puede ser 
un impedimento para lograr asesoría legal para dos personas. En este sentido, la Oficina de 
Asesoría, Cumplimiento y Ombudsman (CAO) de la IFC permite a “cualquier persona, grupo o 
representante que esté autorizado a actuar en su nombre y que considere que es perjudicado o 
podría verse perjudicado por un Proyecto o Subproyecto puede presentar una reclamación ante 
la CAO”21.  
 
3.1. (...) Estas pueden autorizar a un representante en su país (Representante autorizado) para 
que realice una presentación en su nombre. En situaciones excepcionales, cuando la 
representación en el país no esté disponible, los Solicitantes podrán designar a una persona u 
organización de fuera de su país como su Representante autorizado para la realización de una 
presentación.  
 
La representación a través de otras personas u organizaciones de sociedad civil debería ser a 
libre elección de las personas afectadas por el proyecto, y se debe eliminar el requisito de 
representación dentro del país. Este criterio sería un obstáculo para obtener la mejor 
representación posible, en particular en casos donde no haya capacidad instalada en el país para 
acompañar dicho caso. Asimismo, la limitación de representación deja en desventaja a las 
personas afectadas por el proyecto frente al banco, que puede valerse tanto de personal como 
de representantes legales de cualquier nacionalidad y procedencia. Finalmente, en caso de que 
una organización quiera representar a las personas afectadas no debería ser un requisito registro 
formal o personería jurídica. 
 

 
20 Multiple Authors, Good Policy Paper: Guiding Practice from the Policies of Independent Accountability Mechanisms (2023). 
21 Política del Mecanismo Independiente de Rendición de Cuentas de IFC/MIGA de la CAO 
 
 

https://www.inclusivedevelopment.net/wp-content/uploads/2024/01/good-policy-paper-2024.pdf
https://documents1.worldbank.org/curated/en/543301628007500443/pdf/IFC-MIGA-Independent-Accountability-Mechanism-CAO-Policy.pdf
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9.1. Confidencialidad: Los Solicitantes pueden solicitar confidencialidad por varios motivos, 
incluido el riesgo de represalias. La solicitud de confidencialidad y los motivos de la solicitud se 
proporcionarán con la presentación. La solicitud de confidencialidad será evaluada por el PPM y 
se harán todos los esfuerzos razonables para otorgar la confidencialidad. El PPM informará a 
toda su plantilla, y la Dirección a todos los demás empleados del BAII, sobre sus obligaciones de 
garantizar la confidencialidad solicitada al gestionar cualquier presentación recibida. Sin 
embargo, si la confidencialidad se convirtiera en un impedimento para la evaluación de la 
elegibilidad o para la resolución efectiva de las cuestiones planteadas, el PPM informará a los 
Solicitantes sobre dichas inquietudes y tratará de llegar a un acuerdo sobre cómo proceder. Si 
no se llegara a ningún acuerdo, el PPM podrá dar por terminada la revisión de la presentación. 
 
Es indispensable que se garantice la confidencialidad de la identidad de las personas 
denunciantes a lo largo de todo el proceso de consulta o queja cuando ésta sea solicitada. La 
política del PPM debe contemplar la protección de la seguridad e integridad física de las personas 
que accedan al mecanismo, frente a posibles represalias. En muchos casos, quienes están 
dispuestos a activar los mecanismos de quejas, ponen su vida en riesgo. Por esto, un pedido de 
confidencialidad de las personas reclamantes no debe ser sometido a evaluación y debe ser 
admitido inmediatamente. Además, deben establecerse mecanismos claros para la protección 
de personas que están expuestas a represalias atravesadas por la discriminación de género, 
étnica, racial y/o de estatus socioeconómico. 

Previsibilidad y plazos del mecanismo 
 
4. Límites de tiempo para realizar una presentación. 4.1. Las consultas sobre el procesamiento 
del proyecto pueden presentarse después de que el BAII haya divulgado la información resumida 
del proyecto (PSI) en relación con un proyecto y antes de la aprobación de la financiación. 
 
La sociedad civil tiene preocupaciones con respecto a la rapidez con la que se aprueban los 
proyectos y cómo esto afecta las oportunidades de presentar una consulta sobre su 
procesamiento. Por ejemplo, el primer proyecto para Brasil fue aprobado solo 10 días después 
de ser incluido en la cartera de proyectos propuestos. Esta celeridad, junto con la escasa 
información disponible sobre los subproyectos, dificulta enormemente el compromiso efectivo 
con las personas afectadas, lo cual sugiere que el banco crea deliberadamente un procedimiento 
imposible de utilizar. 
 
La consulta constituye una instancia de acceso a la información necesaria para personas 
afectadas y ampliar el período habilitado para consultas en un estadio temprano facilita un 
enfoque preventivo de daños y riesgos socioambientales, por lo que es necesario tener un 
período razonable para la realización de las mismas. Además, la etapa de consulta puede ser un 
primer acercamiento para evacuar dudas, lo que podría evitar la necesidad de recurrir 
directamente a una solicitud de resolución de disputa o una revisión del cumplimiento. Por ello, 
recomendamos que el recurso de consulta pueda presentarse a lo largo de todo el ciclo del 
proyecto, y sugerimos ampliar el plazo de presentación de consultas para que sea el mismo que 



14 

se establece para resoluciones de disputas y revisiones de cumplimiento, es decir, de 24 meses 
posteriores al cierre o último desembolso. Este criterio, además de proveer una ventana más 
amplia para las presentaciones, se encuentra alineado con el del MICI22, un mecanismo que 
funciona históricamente en la región.  
 
4.2.1 y 4.2.2 La Solicitud de resolución de disputa o revisión del cumplimiento  
 
No hay definición de cuáles son las “circunstancias excepcionales” para considerar la 
presentación al PPM durante los 24 meses posteriores al cierre (fondos soberanos) o al último 
desembolso (fondos no soberanos). Sugerimos remover directamente esta expresión y admitir 
presentaciones 24 meses después del desembolso o cierre. Teniendo en cuenta que los efectos 
adversos sobre el ambiente y las poblaciones pueden empezar a verse recién en el largo plazo, 
otros mecanismos no exigen situaciones excepcionales para presentaciones de personas 
afectadas. Por ejemplo, el MICI del BID permite presentaciones hasta 24 meses desde el último 
desembolso23  y el Inspection Panel del Banco Mundial habilita hasta 15 meses desde el cierre 
de proyecto24. 
 
5. Elegibilidad de las presentaciones: 5.1. Una presentación no será elegible para su 
consideración por parte del PPM si:  
 
5.1.3. plantea acusaciones de prácticas prohibidas o está relacionada con adquisiciones 
 
Recomendamos en primer lugar detallar cuáles son las prácticas prohibidas que no son elegibles 
para denunciar al PPM, debido a que la remisión vía enlace a la Política de Prácticas Prohibidas 
en inglés resulta confusa y poco accesible. Podría explicitarse en anexo a la política del PPM la 
modalidad para denunciar estas prácticas prohibidas o asuntos relacionados con adquisiciones.  
 
6.4. Evaluación de la elegibilidad y registro: El PPM determinará si la presentación cumple con 
los criterios de elegibilidad establecidos en la Sección 5.1 e informará a los Solicitantes, a la 
Dirección y al Consejo de Administración de su determinación. Si la presentación cumple con 
dichos criterios de elegibilidad, será inscrita en el registro del PPM. 
 
Recomendamos que se establezca un plazo máximo para evaluar la elegibilidad y registrar la 
consulta, disputa o revisión de cumplimiento, a los fines de tener un mecanismo previsible para 
las personas usuarias del mismo. Sugerimos que ese plazo sea de máximo 30 días hábiles desde 
el acuse de recibo.  
 
5.2.2. Está relacionada con actividades, partes o impactos que van más allá del control razonable 
del BAII (incluida la conducta del Cliente o de cualquier tercero, a menos que dicha conducta 
tenga una repercusión directa sobre la evaluación del cumplimiento de la ESP por parte del BAII);  

 
22  Banco Interamericano de Desarrollo. Política del Mecanismo Independiente de Consulta e Investigación (2021) 
23 Banco Interamericano de Desarrollo. Política del Mecanismo Independiente de Consulta e Investigación (2021) 
24 The Inspection Panel at the World Bank. Operating Procedures. (2022) 
 

https://mici.iadb.org/es/guia-para-presentar-un-reclamo
https://mici.iadb.org/es/guia-para-presentar-un-reclamo
https://mici.iadb.org/es/guia-para-presentar-un-reclamo
https://mici.iadb.org/es/guia-para-presentar-un-reclamo
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Se debe explicitar o ejemplificar qué situaciones se catalogan dentro de los impactos que “van 
más allá del control razonable del BAII” porque la redacción vaga podría implicar rechazo 
infundado a una presentación. 
 
6.6. Consultas sobre el procesamiento de proyectos: (...) Las Consultas sobre procesamiento de 
proyectos se deberán gestionar lo antes posible para facilitar la resolución de inquietudes durante 
la preparación del Proyecto. 
 
Debe haber un plazo máximo establecido en la política para responder consultas por parte del 
banco, de manera que se dé previsibilidad a las personas usuarias del mecanismo. Sugerimos 
que ese plazo sea de 30 días hábiles desde el acuse de recibo, en consonancia con la propia 
política de acceso a la información del BAII25. 

Barreras para el acceso a la justicia y remediación 
 
5.1.8. Los Solicitantes no han hecho esfuerzos de buena fe para resolver las cuestiones con el 
GRM a nivel de Proyecto y con la Dirección o no han indicado, a satisfacción del PPM, por qué 
no han podido hacerlo  
 
Debe habilitarse el acceso al PPM directamente y de manera irrestricta, y eliminarse requisitos 
de esfuerzos de buena fe y presentaciones previas al GRM de proyecto y a la Dirección.  
 
Exigir pasar por los GRM presenta un obstáculo para el acceso a la justicia, debido a que los 
mecanismos a nivel de proyecto en América Latina no son fácilmente accesibles, la información 
con la que se cuenta es insuficiente y no dan garantías a la seguridad de los reclamantes. Como 
se mencionó anteriormente, dos de los proyectos en América Latina cuentan con GRM a nivel 
de proyectos que son formularios web para denuncias de actos de corrupción o canales de 
atención al cliente y uno de los proyectos no tiene un GRM disponible. Entonces, en la práctica 
para América Latina, estos mecanismos no constituyen foros útiles para presentar quejas o 
consultas referidas a las salvaguardas socioambientales del banco. Por otro lado, la exigencia 
de contacto con la Dirección del BAII implica una barrera más ya que no se erige como una queja 
formal, no se registran o comunican externamente, y tampoco hay previsibilidad de cuáles son 
las responsabilidades de la Dirección ante dicha comunicación. Además, la Dirección solo se 
comunica en inglés por lo que el idioma también puede ser un factor limitante.  
 
En particular, resulta conflictivo el requerimiento de “esfuerzos de buena fe”, ya que no queda 
clara la expectativa del banco con respecto al comportamiento de las personas reclamantes. Si 
bien el BAII reconoce en el Approach Paper26 que se espera sea un primer paso para una 
resolución temprana, en la práctica es difícil el modo de agotar esa instancia de esfuerzos de 

 
25 AIIB. Directive on public information 
26 AIIB. Approach Paper for the BAII Project-Affected People’s Mechanism (PPM) Policy Review 

https://www.aiib.org/en/policies-strategies/public-information/directive/index.html
https://www.aiib.org/en/how-we-work/public-consultations/project-affected-people-mechanism-policy-review/_common/_download/Approach-Paper-for-the-AIIB-Project-Affected-Peoples-Mechanism-PPM-Policy-Review_26.03.2024.pdf
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buena fe, en razón de las dificultades para acceder a los GRM a nivel operacional y las barreras 
existentes para contactar a la Dirección. Además, en la revisión externa, se menciona que el 
PPM es el único IAM que requiere dos instancias de comunicación previa, creando un obstáculo 
considerable para el acceso al mecanismo27. En particular este requerimiento presenta un riesgo 
alto e infundado de rechazo para una presentación. 
 
Finalmente, se entra en un posible conflicto de intereses tanto con el GRM administrado por la 
empresa o Estado que recibe el préstamo, como en el contacto con la Dirección, exponiendo a 
las personas reclamantes a posibles represalias. El requisito de haber realizado esfuerzos de 
buena fe incrementa los riesgos para personas defensoras, dado que las reclamantes pueden 
ser fácilmente identificadas si han participado previamente de otros procesos. Por estos motivos, 
acudir al PPM administrado por el CEIU sería el espacio más adecuado y seguro para una 
revisión independiente.  
 
5.2. Asimismo, una solicitud de Revisión del cumplimiento no será elegible si:  
5.2.4. trata sobre asuntos que se encuentran simultáneamente bajo revisión arbitral o judicial, a 
menos que el Consejo de Administración autorice al PPM a procesar dicha solicitud. 
 
Recomendamos no limitar las quejas al PPM para casos que estén judicializados o en un proceso 
arbitral, en razón de que los distintos recursos persiguen distintos objetivos de investigación y 
remediación, y que las presentaciones al PPM están acotadas solamente a las actividades del 
BAII o sus clientes.  
 
Este es un requisito que los IAM de otros BMD no establecen. Por ejemplo, el Panel de 
Inspección el Banco Mundial, el mecanismo del ADB y la CAO de la IFC, no tienen un criterio de 
exclusión para quejas que tienen causas judiciales asociadas. Otros mecanismos, como el 
Mecanismo Independiente de Rendición de Cuentas de Proyectos (IPAM) del EBRD mencionan 
la necesidad de tomar en cuenta los procesos judiciales existentes, sin declarar la 
incompatibilidad con la admisión del caso. Por su parte, el BID en su revisión de política realizada 
en julio de 2021, eliminó esta exclusión de la política del MICI, a razón de las repetitivas 
observaciones y recomendaciones de la Oficina de Evaluación Externa (OVE) del grupo28. 
 
6.8.5. Si en algún momento durante la Revisión de cumplimiento el PPM tiene conocimiento de 
procedimientos arbitrales o judiciales que involucren cuestiones materiales planteadas en la 
presentación, el PPM deberá evaluar las implicaciones de dichos procesos paralelos y presentar 
una recomendación al Consejo de Administración sobre si se debe continuar con la Revisión de 
cumplimiento. Como medida provisional, el PPM podrá suspender la Revisión de cumplimiento 
hasta que el Consejo de Administración se pronuncie sobre la cuestión. 
 
En línea con lo enunciado anteriormente sobre el Art 5.2.4, recomendamos no limitar las quejas 
al PPM para casos que estén judicializados. Las personas afectadas por proyectos deben tener 

 
27  Zeinab Bashir Elbakri. Project-Affected People’s Mechanism External Review. (2024). 
28 Oficina de Evaluación y Supervisión. Grupo BID. Evaluación del Mecanismo Independiente de Consulta e Investigación.  

https://www.aiib.org/en/how-we-work/public-consultations/project-affected-people-mechanism-policy-review/_common/_download/PPM-External-Review-Final_Website.pdf
https://publications.iadb.org/es/publications/spanish/viewer/Evaluacion-del-Mecanismo-Independiente-de-Consulta-e-Investigacion-MICI-2021.pdf
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a su disposición todos los foros posibles para resolver sus reclamaciones y acceder a la justicia 
cuando se ven afectadas negativamente, por lo que recomendamos remover este artículo. 
 
5.2. Asimismo, una solicitud de Revisión del cumplimiento no será elegible si:  
5.2.5. está relacionada con el asunto de una Consulta sobre procesamiento de proyecto o una 
Resolución de disputa en curso. 
 
La admisibilidad no debe estar limitada por otras presentaciones hechas al PPM. La consulta 
sobre proyecto no tiene la función de queja, si no como su nombre lo indica está limitada a recibir 
información sobre un proyecto y por lo tanto no es incompatible con otros procesos.  
 
Por otro lado, recomendamos que se puedan presentar consultas en paralelo resoluciones de 
disputa y revisiones de cumplimiento, fundamentado en que no persiguen fines incompatibles 
entre sí. La resolución de disputas se refiere a un proceso de mediación entre personas 
afectadas, el banco y el cliente, mientras que la revisión de cumplimiento es una instancia de 
debida diligencia en el marco de un proyecto, por lo que no son incongruentes con el fin de la 
consulta y deben poder realizarse en paralelo.  
 
Asimismo, si el caso llega a un resultado positivo en una resolución de disputas entre las 
personas afectadas por el proyecto, el BAII y el cliente, de todas formas debería considerarse la 
realización de una revisión del cumplimiento. Una revisión de cumplimiento en estas situaciones 
permitiría al Banco realizar una evaluación de su accionar, así como extraer conclusiones y 
lecciones aprendidas para mejorar su accionar a futuro a partir de una queja realizada. 
 
6.5. Visitas a centros: El PPM podrá, a menos que el Miembro en el que se encuentre el Proyecto 
se oponga, realizar visitas al área del Proyecto en cualquier momento tras la realización de una 
presentación para entender mejor los problemas descritos en la presentación y las posibles 
formas de abordarlos. Si el Miembro rechaza una solicitud de visita al centro, el PPM informará 
al Consejo de Administración y deberá llevar a cabo su revisión sobre la base de la evidencia 
disponible. En el marco de cooperación del BAII con sus Miembros, se espera de estos que 
asistan en la facilitación de las visitas oportunas del PPM a su centro. 
 
La CEIU debe hacer todos los esfuerzos posibles para recolectar evidencia imparcial y de primera 
mano, además de buscar alternativas para sortear obstáculos que pueda presentar el Miembro 
o el Cliente para un debido proceso. Por este motivo, debe contemplarse la posibilidad de hacer 
visitas a las comunidades o personas afectadas que movilizan una consulta o queja aun en los 
casos donde el Miembro deniegue una visita. A su vez, deberían mencionarse los mecanismos 
estipulados para esas visitas, como audiencias, observaciones, etc. Igualmente debe estipularse 
qué documentación deriva de las visitas, como por ejemplo actas, reportes, entre otros.    

No obstante, las visitas al territorio deben hacerse teniendo una evaluación previa de riesgos 
para las personas impactadas por el proyecto, las personas defensoras y/o denunciantes. Las 
visitas al territorio deberían plantearse y planificarse en una forma que sea sensible a los riesgos 
de represalias, en conjunto con las personas reclamantes y quienes puedan verse en riesgo por 
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su participación. Además, deben tener un enfoque que preste atención a riesgos diferenciados 
que pueden afectar a mujeres, indígenas y otros grupos.  

Independencia de la CEIU y el PPM 
 
6.8. Solicitudes de revisión del cumplimiento 
6.8.1. Una vez registrada la presentación en el registro del PPM, el PPM entregará una copia de 
la misma a la Dirección. La Dirección deberá dar una respuesta a la presentación, incluida su 
opinión, si corresponde, determinando si la presentación cumple o no con los criterios de 
elegibilidad establecidos en la Sección 5.2 (Elegibilidad de las presentaciones).  
 
La Dirección puede ser informada, pero la consulta sobre la elegibilidad del caso no corresponde 
y resta independencia al accionar de la CEIU. Por diseño, la CEIU solo reporta al Consejo de 
Administración, por lo tanto, no es pertinente en esta instancia la consulta a la Dirección. 
Asimismo, la Dirección tiene conflicto de interés en emitir opiniones al respecto de los casos, 
debido a su participación en los proyectos y el vínculo con los clientes. Recomendamos, que se 
limite a informar a la Dirección sobre la presentación realizada y se remueva la consulta de 
opinión respecto al caso. 
 
6.8.2. Con base en la información proporcionada en la presentación, la respuesta de la Dirección 
(incluidas las acciones propuestas por está para abordar las cuestiones planteadas en la 
presentación) y la información adicional obtenida durante las visitas al lugar, del Director del 
Consejo en cuestión y de cualquier autoridad o agencia local involucrada en el Proyecto, el PPM 
determinará si la presentación cumple con los criterios de elegibilidad establecidos en la Sección 
5.2 y decidirá si recomendar al Consejo de Administración que autorice la puesta en marcha de 
la Revisión de cumplimiento. 
 
6.8.3. Si el PPM recomienda la aprobación del inicio de la Revisión de cumplimiento u otra línea 
de acción apropiada, la decisión del Consejo de Administración será comunicada por el PPM a 
los Solicitantes y por la Dirección al Cliente. 
 
6.8.4. Si el Consejo de Administración aprueba la recomendación del PPM de iniciar la Revisión 
de cumplimiento, el PPM solicitará comentarios al Comité de Políticas y Estrategias del Consejo 
sobre los términos de referencia para la Revisión de cumplimiento y compartirá los términos de 
referencia finales con el Consejo de Administración para su información (...). 
 
La intervención del Consejo de Administración en la aprobación de las revisiones de 
cumplimiento socava la independencia del PPM y de la CEIU. Recomendamos que se remueva 
esta necesidad de aprobación y que se limite a la información, o bien que la intervención del 
Consejo se limite a la no objeción. Asimismo, reiteramos que la opinión de la Dirección debe ser 
desestimada como un factor a ponderar a la hora de evaluar la elegibilidad, en línea con lo 
mencionado en el apartado previo. 
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Organizaciones firmantes 
  
BRICS Policy Center (Brasil) 

Centro de Incidencia Ambiental (Panamá) 

CooperAcción (Perú) 

Foro Boliviano sobre Medio Ambiente y Desarrollo - FOBOMADE (Bolivia) 

Fundación Ambiente y Recursos Naturales - FARN (Argentina) 

Fundación CAUCE: Cultura Ambiental - Causa Ecologista (Argentina) 

Fundación para el Desarrollo de Políticas Sustentables - Fundeps (Argentina) 

Grupo de Trabalho Infraestrutura e Justiça Socioambiental (Brasil) 

Latinoamérica Sustentable - LAS (Regional) 

Protection International Mesoamérica (Regional) 

Sustentarse (Chile) 

 
 
 
Para contactarse con los firmantes de este documento, por favor escriba a:  
Emilia Hermosa  
Latinoamérica Sustentable 
emiliah@latsustentable.org  
(+593) 993 402 535  
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